ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66400 31 89 001 2019 00030 02
ACCIONANTE: CARLOS ALBERTO RODAS CHAVERRA
ACCIONADA: GOBERNACIÓN RISARALDA  Y OTROS
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA PROPIEDAD / PROCEDIMIENTO DE DESALOJO / REQUISITOS / PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA / EN QUÉ CONSISTE / SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. (…)
En relación con el procedimiento de desalojo, la Corte Constitucional lo ha definido como una medida que busca recuperar la tenencia de un bien ocupado sin justo título, es decir, permite recuperar materialmente un bien que fue tomado de manera ilegítima, y evita que aquellos que han procedido en contra de la ley obtengan un provecho de su acción. Al respecto, dicha Corporación dijo lo siguiente:

“Este es un medio coercitivo que reconoce el ordenamiento jurídico para evitar que por vías de hecho se consoliden situaciones de derecho que perjudiquen los derechos legítimamente adquiridos. Esta medida para que sea legítima debe adelantarse con pleno respeto de los derechos fundamentales de las personas desalojadas. Es decir, si bien la medida en principio es lícita, esta no puede llegar hasta el punto de atropellar y vulnerar los derechos de las personas que ocuparon el bien”. (…)
Igualmente, la Corte Constitucional partiendo del principio de buena fe, ha desarrollado el concepto de confianza legítima el cual consiste en que la administración por medio de su conducta uniforme hace entender al administrado que su actuación es tolerada. En ese sentido señaló que: “las acciones de la administración durante un tiempo prudencial hacen nacer en el administrado la expectativa válida de que su comportamiento es ajustado a derecho. Por esto cuando la conducta del Estado se limita a observar o, peor aún, apoya de alguna manera una ocupación irregular, en el administrado nace la idea de que su acción es soportada o incluso avalada.” (…)
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, primero (1º) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.684
Hora: 10:40 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Luego de que esta Sala decretara la nulidad de lo actuado dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra en contra de la Sociedad de Activos Especiales – SAE, Fondo de Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado – F.R.I.S.C.O. y el Departamento de Risaralda con el fin de que se vinculara a la Litis al Instituto Colombiano Agropecuario ICA ubicado en el municipio de Dosquebradas
, corresponde estudiar la impugnación formulada por el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra frente al fallo proferido el 28 de junio de 2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda por medio de la cual declaró improcedente el amparo invocado por el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Manifestó el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra que hace aproximadamente 13 años recibió de la Dirección Nacional de Estupefacientes -DNE la administración y el cuidado del predio denominado “Hacienda Miralindo”, ubicado en La Virginia, Risaralda, (la que abarca otros predios como Nápoles, Soria, Coconí y El Cairo), posesión que ha venido ejerciendo de manera material, criando ganado y comercialización del mismo, convirtiéndose la actividad principal de la que deriva el sustento propio y de su hogar.  Sin embargo, nunca volvió a tener contacto con los funcionarios de la DNE ni recibió salario por dicha administración; de tal manera, que se dedicó al mantenimiento de la finca que se compone de 1600 hectáreas, utilizando para ello a su familia y un grupo de campesinos desplazados.
Señaló que el día 15 de febrero de 2019, se llevó a cabo diligencia de entrega real y material de la finca, en la que se estableció que todos los animales, semovientes, cerdos, aves de corral y caballos eran de propiedad del actor.  Así mismo, quedó plasmado un inventario y se autorizó el acceso para suministrar a los animales el alimento y hacer el mantenimiento requerido, situación que no se ha podido realizar debido a que la Gobernación de Risaralda designó a un funcionario con labores de vigilancia para que no permitiera la entrada mientras que se encuentra disponiendo de la recolección y lo producido como leche, huevos, etc.
Informó que la Sociedad de Activos Especiales SAE asumió el control de los animales para alimentarlos y mantenerlos, actividad que no se cumplió y su compromiso era entregar el predio a la Agencia Nacional de Tierras ANT y devolverlo a la Gobernación de Risaralda.
Resaltó que se le concedió hasta el 15 de marzo de 2019 para reubicar a los animales, pero que no había podido encontrar un lugar para tal fin, aunado a la falta de capacidad económica para tal diligencia, por lo tanto, solicitó que se le amplíe dicho plazo.

Mencionó que no pudo estar en la diligencia de entrega de la finca, la cual fue atendida por su hijo Carlos Alberto Rodas, por lo que consideró vulnerados sus derechos, ya que las personas que realizaron dicho procedimiento, el cual no admitía ningún tipo de oposición.  De tal manera, que el actor no sabe qué hacer con sus animales, los cuales le serán quitados si no los retira oportunamente.
Aclaró que había interpuesto otra acción de tutela en agosto de 2018 en contra de la Sociedad de Activos Especiales SAE, cuyo motivo estaba encaminado a que se le protegiera su derecho fundamental al debido proceso el que consideró se vulneró a partir de la sentencia proferida por el Juzgado 3º Penal Especializado de Bogotá, que declaró la extinción de dominio de la Hacienda Miralindo, sin que hubiera sido vinculado a ese trámite ni se le hubiera notificado el resultado del mismo, afectando sus derechos e intereses.
Consideró vulnerados sus derechos fundamentales a la propiedad, debido proceso y el principio de confianza legítima, por lo que solicitó que se le permita continuar poseyendo el predio antes referido con el fin de ejercer sobre él actos de señor y dueño hasta que puede trasladarse a un lugar adecuado, si se tienen en cuenta sus condiciones de ser un adulto mayor, padre cabeza de familia, sin más recursos para su subsistencia, lo que lo hace sujeto de especial protección constitucional, debiéndose proteger el derecho a la propiedad que tiene sobre los animales (Fs. 1-6)

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. Allego el acta de diligencia de desalojo (Fls. 7-12).
3. ACTUACIONES QUE SURTIERON ANTES DEL FALLO QUE SE ESTUDIA
3.1. El 9 de abril de 2019, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, había proferido sentencia de primera instancia, en la que resolvió negar el amparo invocado por el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra (Fls. 74-76).  Decisión que fue impugnada por el accionante (Fls. 84-89).

3.2. Esta Sala mediante auto del 6 de junio de 2019, decretó la nulidad de lo actuado por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda con el fin de que vinculara al trámite constitucional a la señora Ángela María Lotero Tangarife, Gerente Regional del Instituto Colombiano Agropecuario ICA en Risaralda, al considerar que su actuación podía tener alguna injerencia ante la eventual vulneración de los derechos invocados por el señor Rodas Chaverra (Fls. 4-9 del cuaderno de segunda instancia radicado 2019-00030-01).

3.3. Mediante auto del 17 de junio de 2019, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, dispuso vincular al trámite de amparo al Instituto Colombiano Agropecuario ICA en Risaralda (Fl. 132).  Dicha decisión fue notificada mediante el oficio T550 del 17 de junio de 2019, enviado al correo electrónico gerencia.risaralda@ica.gov.co (Fl. 133 frente y vuelto).
3.4.  El 19 de junio de 2019, el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra solicitó al juzgado de conocimiento que decretara una “medida de protección” en la que se declarara que el mismo podía tener acceso a sus animales para alimentarlos, ordeñarlos y cuidarlos mientras se decidía de fondo la presente demanda de tutela, ante el estado de indefensión que consideró se encontraba al ver cómo se destruye y dispone de su patrimonio, sin poder hacer nada al respecto (Fls. 142 y 143).

3.5.  Mediante auto del 20 de junio de 2019, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda decretó la medida provisional solicitada por el actor y en tal virtud, ordenó a la Sociedad de Activos Especiales SAE, a la Gobernación de Risaralda y la Inspección de Policía de La Virginia permitieran el acceso del actor para alimentar, ordenar y cuidar sus animales (Fl. 144).
3.6. El 25 de junio de 2019, el Inspector Municipal de Policía de La Virginia, Risaralda, informó al juzgado fallador que había informado al accionante sobre la autorización para ingresar provisionalmente a la hacienda Nápoles con el fin de alimentar sus animales (Fl. 156).

3.7.  La apoderada del Departamento de Risaralda interpuso el recurso de reposición y subsidio el de apelación en contra del auto del 20 de junio de 2019, en el entendido de que no debió decretarse la medida provisional solicitada por el actor, ya que el 12 de junio de 2019 siendo las 11:00 horas, se había hecho entrega del predio hacienda Nápoles por el señor Miguel Ángel González representante de la SAE SAS para tal efecto y recibió el señor Luis Ángel Agamez de la Agencia de Tierras ANT, dejando constancia que el estado del inmueble era desocupado, por lo que fue recibido completamente saneado.  Por tanto, consideró que el accionante incurrió en falsedad de lo manifestado y ha venido procediendo de manera irregular al pretender invadir el predio de propiedad del Departamento (Fl. 157-160).

3.8.  Mediante auto del 27 de junio de 2019, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia dispuso rechazar por improcedente el recurso de reposición y en subsidio el de apelación interpuesto por la Gobernación de Risaralda (Fl. 170)

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. LA SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES SAS –SAE
Informó que la entidad cuenta con la Policía Administrativa que tiene como objetivo la recuperación material de los bienes del FRISCO para que se puedan ejercer en debida forma los mecanismos de administración que permitan mantener productivos los bienes y así dar cumplimiento al mandato legal de la S.A.E.  Además, esa entidad es la encargada de la administración de los bienes inmersos en procesos de extinción del derecho de dominio, sin tener injerencia en decisiones judiciales.  Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en las leyes 1708 de 2014 y 1849 de 2017.
Consideró que el accionante pretende a través del amparo constitucional, beneficiarse de un bien de la Nación cuyo poder dispositivo se encuentra suspendido a favor del Estado, sobre el cual ejerce ocupación ilegal. Por lo tanto, no se ha vulnerado derecho fundamental alguno al actor, toda vez que se ha actuado en cumplimiento de un mandato legal, más aun si se tiene en cuenta que se trata de una ocupación irregular sobre un bien que tiene limitaciones al derecho de dominio por encontrarse inmerso dentro de un proceso de extinción de dominio.

Explicó que en la diligencia de desalojo se le dio un término de 30 días al propietario de los semovientes para que los retirara del predio que ocupa ilegalmente, lapso que culminó el 15 de marzo de 2019, sin que el accionante los hubiera sacado.  Por lo tanto, y de acuerdo con el estatuto animal (Ley 84 de 1989), la SAE puso a disposición de la Alcaldía de La Virginia y la inspección de policía de ese municipio, los animales que se relacionaron en el inventario, lo que quedaron a la intemperie y en estado de abandono e inanición, ya que el actor no tenía los recursos para alimentarlos ni lugar para llevarlos, por lo que la Gobernación de Risaralda como propietaria del terreno, autorizó que los semovientes permanezcan en el lote hasta tanto la Alcaldía de La Virginia disponga de los mismos.  Por lo tanto, se interpuso queja ante la Procuraduría Provincial de Pereira en contra del Municipio de La Virginia por no aceptación del mandato del artículo 14 de la Ley 84 de 1989, por ser la encargada de la sobrevivencia y disposición de los animales.

Señaló que en atención a la garantía del debido proceso, la SAE desde hace un año y diez meses viene otorgando plazos al accionante para que voluntariamente movilizara los animales, sin que los hubiera atendido por falta de recursos económicos.
Resaltó que el accionante pretende un amparo constitucional para beneficiarse de un bien que se encuentra suspendido al favor del Estado, sobre el cual ejerce ocupación ilegal. En tal virtud, solicitó que se desestimaran las pretensiones del actor, a quien no se le han vulnerado derecho fundamentales por esa entidad (Fls. 23-25)
3.2 GOBERNACIÓN DE RISARALDA. 
Consideró confusas las pretensiones del accionante, de todos modos, explicó que en la diligencia de entrega real y material del inmueble que realizó la SAE el 15 de febrero de 2019, la cual fue firmada por una funcionaria del Departamento de Risaralda que asistió a modo de acompañamiento y colaboración con las demás autoridades por solicitud previa de la SAE, se tomó posesión del predio, se recibieron los semovientes según descripción del inventario anexo al acta y por ello asumió el control y mantenimiento de los mismos.  De tal manera, que el Departamento figura como propietario del terreno, pero no tiene la posesión.

Explicó el proceso que se viene adelantando por la administración del Departamento de Risaralda en cumplimiento a su plan de desarrollo “Risaralda Verde y Emprendedora 2016-2019”, especialmente dentro del proyecto Apoyo y Fomento al Desarrollo Empresarial y Emprendimiento que propende el programa denominado “Plataforma Logística del Eje Cafetero PLEC”, en el que se solicitó a la Agencia de Tierras ANT la entrega a título gratuito de los unos inmuebles ubicados en el sector de la vereda las Palmas de La Virginia, Risaralda, los que inicialmente fueron objeto de extinción de dominio.  Posteriormente, la SAE hizo entrega de los predios rurales a ese ente territorial, mediante la compensación de bienes fiscales patrimoniales.  Por lo tanto, el Departamento tiene la propiedad de los predios, más no la posesión, toda vez que la ANT no ha materializado su entrega física, esperando que la SAE lo haga, hecho este que se develó en la diligencia que se efectuó el 15 de marzo de 2019, en la que se dijo que no se recibía el bien por presentar semovientes y al no encontrarse totalmente saneado; lo anterior, ante el incumplimiento del accionante en lo acordado con la diligencia del 15 de febrero del mismo año. Sin embargo, frente a la necesidad urgente del Departamento para implementar el proyecto PLEC, se solicitó a la ANT el acta de entrega material de los bienes fiscales con el fin de avanzar en el mismo.
Indicó que frente a la solicitud del actor tendiente a que se le informara quién no lo autoriza a entrar al predio para alimentar sus animales, se le respondió que dicho proceso de desalojo es de competencia de la SAE, a donde debe dirigir su inquietud.

Consideró que la acción es improcedente, toda vez que no se han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el actor, aunado a la falta de competencia para atender sus pretensiones y tal sentido, solicitó que se exonerara a esa entidad de cualquier (Fls. 35-42).
Allegó copia de las actas a las que hizo alusión, de la respuesta al actor y de la solicitud de entrega de los predios transferidos al ente territorial y de los actos administrativos que dan cuenta de esa transferencia (Fls. 44-56). 

3.3 MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

Se opuso a las pretensiones del accionante, toda vez que dentro de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda y Crédito Público por el Decreto 4712 de 2015 no se encuentra ninguna relacionada con la intervención en los trámites administrativos dentro de los procesos de extinción de dominio de inmuebles adelantados por la Sociedad de Activos Especiales SAE, sociedad que si bien se encuentra vinculada a ese Ministerio, no está adscrita al mismo y por lo tanto, no es posible intervenir en el desarrollo de las distintas actividades que en razón a su objeto social debe atender o promover, lo que significaría una intromisión contra la autonomía de la que goza dicha sociedad.  De tal manera, que desconoce el procedimiento administrativo posterior a la entrega real y material del inmueble objeto del proceso de extinción de dominio y en ese sentido, considera que lo actuado por la SAE se encuentra amparado por el principio de legalidad y que es propia de ellos, dada su naturaleza y misión. 

Consideró que el actor cuenta con mecanismos administrativos ante la entidad accionada y judiciales ante la jurisdicción ordinaria a los cuales puede acudir en defensa de los derechos fundamentales que considera vulnerados por las actuaciones y/o omisiones adelantadas por la SAE, razón por la cual la acción de tutela se torna improcedente. 

Por lo anterior, solicitó declarar improcedente la presente acción de tutela y desvincular al Ministerio de hacienda y Crédito Público del trámite de la misma. (Fls. 57-60).
3.4 MINISTERIO DE JUSTICIA 
Advirtió que con base en el artículo 90 de la Ley 1708 de 2014, corresponde a la Sociedad de Activos Especiales–SAE administrar el Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y la lucha Contra el Crimen Organizado-FRISCO, razón por la cual esa cartera ministerial no es la competente para resolver las peticiones relacionadas con el predio descrito por el actor.  Por lo tanto, solicitó su desvinculación de este trámite constitucional y ante la ausencia de afectación a los derechos fundamentales invocados por el accionante (Fls. 61 y 62).
3.5. INSPECCIÓN DE POLICÍA MUNICIPAL DE LA VIRGINIA. 
Informó que el 15 de marzo de 2019 fueron a acompañar a la diligencia de entrega real y material del bien el Secretario de Gobierno y la Inspectora de Policía, pero la misma no se llevó a cabo por cuanto no se encontraba presente el propietario de los semovientes, señor Carlos Alberto Rodas Chaverra, por lo que no se puede manifestar la vulneración de sus derechos fundamentales.  Por lo tanto, en las instalaciones de la Alcaldía Municipal, extendieron una reunión en presencia del Personero Municipal, donde la SAE, manifestó que harían entrega de los animales a la administración municipal debido a que ya se encontraban abandonados, situación a la que se opusieron el Secretario de Gobierno y la Inspectora Municipal de Policía de La Virginia, dado que no se cumplieron de manera legal los presupuestos de un abandono, además, porque el Municipio no tiene la capacidad económica de proveer los recursos necesarios para el sostenimiento de los animales.

Señaló que de la anterior reunión no se le levantó acta firmada y aprobada por los intervinientes; sin embargo, de manera extraprocesal la SAE de realizó un acta y días después remitió copia a la inspección de Policía y a la Secretaria de Gobierno.  Por lo tanto, solicitó su desvinculación del presente trámite, toda vez que no se tiene la custodia de los animales del actor (Fls. 66 y 67). 
Allegó copia del acta en mención (Fls. 68 reverso)
3.6. ALCALDÍA MUNICIPAL DE LA VIRGINIA – SECRETARÍA DE GOBIERNO
Se pronunciaron de la misma manera en que lo hizo la inspección de Policía para solicitar que fueran desvinculados de la presente demanda.  Además, informaron que el 29 de marzo de 2019, en el despacho de la Gobernación de Risaralda, previa convocatoria del Procurado Provincial, Dr. Mauricio Alberto Sosa García, se reunieron la presentante del ICA, la Gobernación de Risaralda, la SAE, el Personero Municipal, el Secretario de Gobierno, el señor Carlos Alberto Rodas Chavera con el fin de llegar a un acuerdo con respecto al plazo otorgado al accionante para el retiro total de los animales del predio hasta el 29 de abril de 2019 (Fls. 70-72).
Adjuntó copia del acta del 29 de marzo de 2019 (Fl. 73).
3.7.  La Gerente Regional del Instituto Agropecuario Colombiano ICA, pese a haber sido vinculada y notificada del auto admisorio de la demanda de tutela, no dio respuesta a la acción de tutela.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, profirió sentencia de primera instancia el 28 de junio de 2019 en la que resolvió negar por improcedente de la demanda de tutela interpuesta por el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra, al considerar que ninguno de los derechos fundamentales invocados fueron vulnerados por las entidades accionadas, si se tiene en cuenta que el señor Rodas Chaverra estaba ocupando un bien inmueble del Estado, a quien le concedieron múltiples plazos para que sacara sus animales del predio que la SAE adjudicó a la Gobernación de Risaralda.  Además, que el 12 de junio de 2019 un funcionario de la SAE hizo entrega  de la hacienda Nápoles a la ANT.  Sin embargo, en el numeral segundo de la providencia la A quo dispuso que en un término de (20) días calendario para que el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra procediera a desalojar el bien inmueble de manera real y efectiva, retirando todos los semovientes de su propiedad y que se encuentran en el mismo, es decir, que la entrega sea de manera definitiva, so pena de verse abocado a las sanciones correspondientes (Fls. 180-184).   
El señor Carlos Alberto Rodas Chaverra fue notificado del fallo anterior el 28 de junio de 2019 (Fl. 185).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1.  Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 3 de julio de 2019, el accionante consideró que el fallo se aleja por completamente de lo pedido, toda vez nunca solicitó que por vía de tutela se amparara su derecho a la propiedad o posesión del predio en el que tenía sus animales.

Insistió  que desde el momento que se produjo el desalojo, quedó separado del cuidado de sus animales, pero cuando pudo tener contacto con los mismos, a raíz de la acción de la presente tutela, se dio cuenta que no había un inventario y en la diligencia realizada el 15 de marzo de 2019 supo del fallecimiento de cuatro vacas lecheras, cuyos cuerpos no aparecen, ni dan razón al respecto, y que los demás animales estaban mal alimentados, por lo que tuvo que aplicarles medicamentos.

Explicó que para el movimiento de los animales y su traslado a otro sitio, se requieren unos permisos que expide el Instituto Agropecuario ICA, los que fueron solicitados por el actor, pero negados por dicha entidad con el argumento de que falta un inventario, pese a que dos meses antes, funcionarios del ICA lo visitaron para corroborar el proceso de vacunación que se les había aplicado a todos y cada uno de ellos.  Al respecto, puede pronunciarse la señora Ángela María Lotera Tangarife de Dosquebradas, Risaralda.

Consideró que en la sentencia de primera instancia no se dijo nada sobre la petición de que su familia y sus animales fueran reubicados en un sitio digno, toda vez que es obligación de las entidades que tienen la facultad de recuperar el tipo de bien que el actor ocupó por tanto tiempo y al que dedicó gran parte de su vida para recuperarlo, protegerlo y hacerlo útil sin recibir nada a cambio.

Insistió que la Gobernación de Risaralda no responde sus las reclamaciones frente a los desmanes e irregularidades que han sufrido sus animales, mientras que hicieron uso de su ganado, al haber ordeñado las vacas y sin que sepa qué pasó con la leche producida. 

Reiteró que no es cierto en la SAE hubiera asumido el control y el mantenimiento de los animales, pues sus funcionarios luego de que lo despojaron del predio, los abandonaron y no se los entregaron inventariados.

Aclaró que no es cierto como lo entiende la SAE, que mediante la demanda de tutela se pretenda que se abstenga de realizar el desalojo respecto del inmueble identificado con el número FMI-29054435, lo que se quiere es que a través de esta vía es que la SAE ejerza sus funciones de policía administrativo, pero con el cumplimiento del procedimiento que los faculta, pero con la garantía de sus derechos fundamentales al momento de resolver el fondo del asunto sin que lo “saque a la calle” sin ofrecerle una alternativa justa respecto de sus situación de agricultor, pastor y padre de familia,  toda vez que la SAE es conocedora que el sustento suyo y el de su hogar lo deriva de las actividades como agricultor y pastoreo.

El actor concluyó que: i) la demanda de tutela se presentó cumpliendo las exigencias, sin que ninguno de los argumentos hubiera merecido la atención del A quo con grave detrimento del debido proceso, ii) en su demanda original tenía derecho a que la administración le otorgara lo que solicitó, lo que hasta ahora no ha sucedido y iii) la actitud omisiva de la SAE, FRISCO, Gobernación de Risaralda, Municipio de La Virginia Y El ICA, constituye una conducta irregular y arbitraria, objeto de investigación de toda índole consistente en negar el plazo razonable para su traslado de manera técnica, la oportunidad negada de poder movilizar el ganado para la venta e incluso su traslado, plazo al que considera tiene derecho.  Por  lo tanto, solicitó Tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, confianza legítima y propiedad (Fls. 84-89).
5.2.  El 18 de julio de 2019, el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra allegó un escrito a la Secretaría de la Sala Penal por medio del cual indicó que pese a que el juzgado de primer grado había enviado el oficio T628 del 15 de julio de 2019 al Inspector Municipal de La Virginia para que se le permitiera el acceso a la hacienda Nápoles para alimentar sus animales, el término de 20 días que se le concedió vencía el 24 de julio de 2019, por lo que solicitó que se le ampliara tal plazo, toda vez que sus animales estaban enfermos y algunos habían muerto por cuanto no se le ha posibilitado el ingreso al predio (Fls. 4 y 5 del cuaderno de segunda instancia radicado 2019-00030-02).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.
6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6. En el caso particular, el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra acudió al juez constitucional con el fin de solicitar la protección de sus derechos fundamentales a la propiedad, al debido proceso y el principio a la confianza legítima fundamentales los que consideró vulnerados ante el desalojo del predio “hacienda Miralindo” de La Virginia, Risaralda, el cual venía ocupando por más de 13 años junto con su familia y en el que tenía animales de su propiedad con los que lograba el su sustento económico, por lo que en su sentir, las accionadas debieron concederle un tiempo prudencial para ubicarse en otro lugar junto con su familiar y sus semovientes.
6.7. En relación con el procedimiento de desalojo, la Corte Constitucional lo ha definido como una medida que busca recuperar la tenencia de un bien ocupado sin justo título, es decir, permite recuperar materialmente un bien que fue tomado de manera ilegítima, y evita que aquellos que han procedido en contra de la ley obtengan un provecho de su acción. Al respecto, dicha Corporación dijo lo siguiente
:

“Este es un medio coercitivo que reconoce el ordenamiento jurídico para evitar que por vías de hecho se consoliden situaciones de derecho que perjudiquen los derechos legítimamente adquiridos. Esta medida para que sea legítima debe adelantarse con pleno respeto de los derechos fundamentales de las personas desalojadas. Es decir, si bien la medida en principio es lícita, esta no puede llegar hasta el punto de atropellar y vulnerar los derechos de las personas que ocuparon el bien. Siendo esto así, al realizar el procedimiento de desalojo debe garantizarse que las personas desalojadas no vean vulnerados sus derechos fundamentales. El desalojo que se apega al debido proceso es una medida legítima de protección de la propiedad y del espacio público, pero por su naturaleza, la administración debe ser especialmente cuidadosa en que no se convierta en un procedimiento que atente contra los derechos de las personas desalojadas. El desarrollo de un desalojo entraña la responsabilidad estatal de buscar el menor daño posible en la población expulsada.”  (Subrayas propias)
6.8. Igualmente, la Corte Constitucional partiendo del principio de buena fe, ha desarrollado el concepto de confianza legítima el cual consiste en que la administración por medio de su conducta uniforme hace entender al administrado que su actuación es tolerada. En ese sentido señaló que: “las acciones de la administración durante un tiempo prudencial hacen nacer en el administrado la expectativa válida de que su comportamiento es ajustado a derecho. Por esto cuando la conducta del Estado se limita a observar o, peor aún, apoya de alguna manera una ocupación irregular, en el administrado nace la idea de que su acción es soportada o incluso avalada.” 

6.9. Esta Sala observa dentro del proceso que adelantó la SAE con el fin de recuperar el bien inmueble ubicado en la Hacienda Nápoles, que en el acta de la diligencia de entrega real y material del inmueble llevada a cabo el 15 de febrero de 2019, en su numeral 3º la SAE, luego de escuchar a los intervinientes, concluyó: “La Sociedad de Activos Especiales a partir de hoy ejerce control del predio con el número de animales ya contados se garantizará la alimentación de los mismos y su cuidado hasta el día 15 de Marzo de 2019, fecha en la cual se entregará formal y materialmente el predio a la ANT y esta última a la Gobernación de Risaralda; en caso de que los semovientes se entrante a la fecha (sic) en el predio, se llevará  el procedimiento conforme a la ley 84 de 1989, se pondrán a disposición de la inspección municipal”  (Fl. 11).  El 15 de marzo de 2019, la SAE realizó diligencia de entrega real y  material del inmueble y en ella  la SAE  dejó constancia que: “…ante el incumplimiento del plazo otorgado el pasado 15 de Febrero de 2019 a fin de que el señor Carlos Rodas procediera con la entrega del predio libre de cualquier ocupación, se requiere a la inspectora del municipio de la Virginia y su Secretario de Gobierno a fin de dar aplicación a lo preceptuado en el artículo 14 de la ley 84 de 1989 (ley de protección animal)…”  Así mismo, se dijo que ante la imposibilidad del municipio de La Virginia, Risaralda de decomisar los semovientes “abandonados por su dueño”,  solicitó nuevamente al Secretario de Gobierno y a la inspectora de dicha localidad: “cumplir el procedimiento señalado en el artículo 14 de la ley 84 de 1989, se deja claro que la SAE actuó conforme a la normatividad vigente y ante el incumplimiento de lo pactado para seguir con el cuidado de los animales abandonados por el señor Carlos Rodas a quien solo se le permitirá el ingreso al inmueble para el retiro total de los animales abandonados…” (Fl 44).   A raíz de la demanda de tutela instaurada por el señor Rodas Chaverra, el 29 de marzo de 2019 en el despacho de la Gobernación de Risaralda, previa convocatoria del Procurador Provincial, Dr. Mauricio Alberto Sosa García, se reunieron la representante del ICA, la Gobernación de Risaralda, la SAE, el Personero Municipal, el Secretario de Gobierno y el accionante acordaron otorgar otro plazo para el retiro total de los animales del predio el cual vencía el 29 de abril de 2019 (Fl. 73).  Como esta Sala había decretado la nulidad de lo actuado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, con el fin de que vinculara este trámite al ICA, una vez la A quo recibió el expediente y se estuvo a lo dispuesto por esta Corporación, el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra aprovechó tal oportunidad para solicitar a ese despacho que  decretara una medida provisional tendiente que se le otorgara un permiso para ingresar al predio objeto de desalojo en aras de alimentar, ordenar y cuidar los animales con fundamento en que la situación se ha venido agravando “por la actitud del Inspector de Policía del municipio La Virginia, quien me está retirando los animales para llevárselos para otro sitio, con el argumento que yo debo desocupar definitivamente ese predio” (Fls. 142 y 143).
6.10. Por regla general, las controversias jurídicas, como las puestas en conocimiento por la parte actora, deben ser resueltas mediante los mecanismos contemplados en el ordenamiento jurídico para tal fin, como lo son los procesos jurisdiccionales y/o administrativos, pero estos instrumentos muchas veces pueden resultar ineficaces para la protección de los derechos del interesado. Lo anterior, obliga al juez de tutela a comprobar en cada caso, cuándo a pesar de contarse con otro mecanismo de defensa diferente a la tutela, ésta se vuelve la vía expedita para la protección de los derechos. Al respecto, la Corte Constitucional reiteró en la  T 127/2014:

“Respecto del requisito de subsidiariedad reitera la Sala, como ya se expuso, que uno de los presupuestos de procedibilidad  de la acción de tutela, exige que no existan otros medios de defensa judicial para la protección de los derechos fundamentales cuya lesión se alega, o que existiendo éstos, no sean idóneos o eficaces, o que sea evidente la existencia o amenaza de un perjuicio irremediable para el actor, si la acción de tutela se presenta de manera transitoria.
La Sala insiste en que la acción de tutela fue creada para la protección de los derechos fundamentales vulnerados como un mecanismo subsidiario o excepcional, ya que en un Estado de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para hacer cumplir la Constitución y la ley. No obstante lo anterior, cuando estos mecanismos resultan ser ineficaces, inexistentes, inadecuados, faltos de idoneidad, o se configura un perjuicio irremediable, la acción tutelar se vuelve procedente adquiriendo un carácter residual, y termina siendo el medio idóneo para defender los derechos violentados.”
.

6.11. Este Tribunal considera que al señor Rodas Chaverra, quien estaba ocupando irregularmente el predio denominado hacienda Miralindo  (que compone otros predios Nápoles, Soria, Coconí y El Cairo), se le brindaron las garantías dentro del proceso administrativo de desalojo del bien inmueble hacienda Nápoles, si se tiene en cuenta que las autoridades accionadas se reunieron con el actor en diferentes ocasiones, le otorgaron varios plazos que fueron extendidos con el fin de que sacara sus animales y los reubicara en otro lugar. En conclusión, la Sala observa que al actor no se le coartó cualquier posibilidad de defensa y ejercicio de contradicción contra las decisiones tomadas por la administración.  Tampoco se puede inferir la afectación del derecho a la propiedad del accionante, toda vez que el bien habitado no era de su propiedad, y en esas condiciones, la actuación de la administración no puede calificarse de desproporcionada, máxime cuando no quedó acreditado que el actor sea un sujeto de especial protección constitucional o que se encuentre frente a un peligro irremediable por el hecho de que no ha podido sacar sus semovientes  desde la primera vez que se le dio una espera que realizara tal diligencia. 
6.12. De tal manera, que si el actor insiste que sus derechos fundamentales aún siguen siendo afectados con las determinaciones que se han tomaron en aras de recuperar el predio que habitaba junto con su familia y sus animales,  podrá demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa la legalidad de los actos que contienen las decisiones censuradas, según jurisprudencia de la Corte Constitucional
.  Ahora bien, la posibilidad de que aun cuando existan diversos medios de defensa judicial debe ser analizada por el juez constitucional en términos de idoneidad y eficacia, frente a la situación particular de quien invoca el amparo, como quiera que una interpretación restrictiva del principio de subsidiariedad, llevaría a la vulneración de derechos fundamentales, si con el ejercicio de los dichos mecanismos no se logra la protección efectiva de los derechos conculcados; es decir, cuando se esté en presencia de un perjuicio irremediable. Al respecto, se  reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, y en este asunto específico no se colige un daño de tal magnitud para que se emita una medida urgente que conjure tal circunstancia. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93, dijo lo siguiente:
“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 

6.13. La Sala evidencia que en este asunto específico no existe daño próximo por suceder que genere vulneración a los derechos fundamentales del accionante,  quien persiste en que se le han causado perjuicios patrimoniales al no poder a alimentar sus animales ni llevarlos a otro sitio, toda vez que se pudo determinar que ya se realizó la entrega definitiva del predio hacienda Nápoles el 12 de junio de 2019, a las 11:00 horas, por el señor Miguel Ángel González de la SAE SAS al señor Luis Ángel Agamez de la Agencia de Tierras ANT, según se desprende del acta “de recepción y/o entrega de inmuebles” (Fls. 165 y 166), lo que significa que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho consumado y por tal razón, no habría lugar a conceder más plazos al accionante conforme lo solicitó a esta instancia en su escrito radicado el 18 de julio 2019, para que continúe alimentando sus animales, pues de acceder a sus pretensiones, sería perpetuar la permanencia de los semovientes a sabiendas de que debieron ser retirados voluntariamente por el actor antes de que vencieran todas las oportunidades que se le han dado para tal  gestión; inclusive antes  del 24 de julio de 2019, que fue otra postergación de la fecha pactada a la que el juzgado de primer nivel accedió cuando concedió la medida solicitada por el actor. 
6.14.  De acuerdo a lo analizado, esta instancia considera que ante la entrega definitiva del bien, en este trámite no hay necesidad de impartir orden alguna para salvaguardar las garantías constitucionales invocadas por el actor, quien se repite, fue quien invadió terrenos que ahora pertenecen a la Gobernación de Risaralda.  En tales condiciones, se debe tener en cuenta que el Decreto 2591 de 1991 que reglamentó la acción de tutela (artículo 86 superior), prevé su improcedencia en aquellas situaciones donde la violación o amenaza de un derecho originó un “daño consumado”, exceptuándose los eventos en que la acción u omisión continúe (art. 6°-4).   Acorde con las normas referidas, la Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela, por regla general, tiene un carácter eminentemente preventivo y no indemnizatorio  como quiera que se encamina a evitar que se concrete el peligro o la violación que conculque un derecho fundamental, mediante la protección inmediata y en la Sentencia T-287 de 2013, señaló lo siguiente al respecto:

 

“En aquellas situaciones en las cuales el daño se consumó, o cuando la presunta vulneración o riesgo fue superado con la satisfacción o salvaguarda de las garantías invocadas, se presenta una sustracción de materia o carencia de objeto, donde ya no tendría razón ni sentido que el juez constitucional impartiese las órdenes pretendidas, en caso de concluir que la acción prosperaba[3]. 

 
La jurisprudencia de esta corporación ha precisado que la sustracción de materia por carencia de objeto, que conlleva que las órdenes sean inocuas[4], no deja sin embargo de tener diferenciación según el momento en el cual se satisface o conculca definitivamente un derecho.  Así, cuando se constata que al momento de la interposición de la acción el daño estaba consumado o satisfecho el derecho, aquélla se torna improcedente, habida cuenta que su finalidad es preventiva y no indemnizatoria, correspondiendo al juez realizar un análisis en el que se constate la definitiva afectación al derecho y, en caso tal, declarar la improcedencia de la acción de tutela.

 

Si la satisfacción o el menoscabo se presentan durante el trámite de las instancias o en sede de revisión, surge la carencia actual de objeto, que hace ineficaz la tutela, al existir un hecho superado si se restableció la garantía invocada, o un daño consumado al no quedar opción de restablecimiento o defensa. Empero, aunque en aquellas situaciones no es factible emitir una orden de protección, el juez debe declarar la carencia actual de objeto por daño consumado y ordenar lo que aún fuere pertinente, en el caso concreto[5].

 
De otra parte, ha expresado también la Corporación que, en los eventos en que se produce un daño consumado a un derecho constitucional, un pronunciamiento de fondo puede resultar conveniente y necesario, por lo menos, por cuanto(i) la declaración de la violación hace parte de los derechos del afectado; (ii) el pronunciamiento de la Corte puede funcionar como garantía de no repetición frente al resto de las personas; y (iii) resulta relevante para realizar pedagogía constitucional sobre la materia. Por esas razones, a partir de la sentencia SU-540 de julio 17 de 2007, M. P. Álvaro Tafur Galvis, la Corte unificó su posición en cuanto a emitir un pronunciamiento de fondo, cuando se percibe la existencia de un daño consumado, aún en aquellos casos en los que solo resulta posible emitir órdenes de prevención a las autoridades concernidas en el asunto objeto de estudio.”

Así las cosas, esta Sala considera que la sentencia de primer grado se ajustó a los  lineamientos jurisprudenciales y legales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por inexistencia de conculcación de derechos fundamentales.  
6.15. Por lo anterior,  se confirmará el fallo estudiado, sin embargo al  mismo le será adicionada una orden en el sentido de que si para el momento de notificación de esta sentencia, el señor Carlos Alberto Rodas Chaverra no ha reubicado sus semovientes que aún se encuentran en el predio objeto de desalojo (hacienda Nápoles), tanto a la Alcaldía Municipal de La Virginia y  a la Inspección Municipal de Policía de La Virginia, de manera conjunta y conforme a sus funciones y competencias, deberán inmediatamente hacer uso de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 84 de 1989 “Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Protección de los Animales y se crean unas contravenciones y se regula lo referente a su procedimiento y competencia”, el cual señala que: “Cuando el propietario, tenedor o poseedor de un animal, o de un establecimiento, institución o empresa, con o sin ánimo de lucro, en la que se tengan, críen, exploten, comercien o utilicen animales, no pudiere proporcionar por sí o por otro, los medios indispensables para su subsistencia, o crea no poder hacerlo, estará obligado a ponerlos al cuidado del alcalde o inspector de policía que haga sus veces, del municipio o localidad en cuya jurisdicción se encuentren…”
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia de tutela proferida 28 de junio de 2019 por el Juzgado Promiscuo de Circuito de La Virginia, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el Señor Carlos Alberto Rodas Chaverra en contra de SAE, FRISCO y La Gobernación de Risaralda, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: ORDENAR  a la Alcaldía Municipal de La Virginia y  a la Inspección Municipal de Policía de La Virginia, Risaralda, que de manera conjunta y conforme a sus funciones y competencias, hagan uso de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 84 de 1989 “Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Protección de los Animales y se crean unas contravenciones y se regula lo referente a su procedimiento y competencia”, en caso de que el señor Carlos Alberto Chaverra Rodas no hubiera reubicado sus semovientes de la Hacienda Nápoles en el término que se le concedió para esta actuación, conforme a lo analizado en el numeral 6.15 de esta providencia.
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Auto del 6 de junio de 2019, folios 4 al 9 del cuaderno  de segunda instancia 


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-527 de 2011


� Sentencia T-527 de 2011


� Sentencia T-047 de 2013 


� Ver Sentencia T-533 de 1998, en la que la Corte Constitucional señaló que: “en el presente asunto nos encontramos frente a unos actos administrativos, amparados por la presunción de legalidad y al existir desacuerdo con los mismos, la preceptiva contenciosa vigente tiene previsto los mecanismos y los jueces competentes para que tales actos, si así se ameritare, sean retirados del ordenamiento jurídico. Por lo tanto, si la legalidad de los actos acusados no ha sido cuestionada ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, no es la tutela el medio establecido para reclamar pretensiones que contra tal normatividad pudieren surgir.


De otro lado, en el presente asunto no se configura el perjuicio irremediable, porque de promoverse la correspondiente acción ante la jurisdicción contencioso administrativa, el peticionario podría obtener la suspensión provisional de los actos censurados sin perjuicio de la eventual nulidad. De tal forma, resulta improcedente conceder el amparo, al haberse podido acudir a otro mecanismo de defensa judicial considerado eficaz para reclamar ante la jurisdicción especializada, como lo ha reiterado esta corporación: 


““... la suspensión provisional resulta ser un trámite pronto y por lo mismo no menos eficaz que la vía de la tutela, sin que sea dable compartir los criterios expuestos a lo largo del líbelo, en el sentido de admitir la viabilidad de la tutela y su mayor eficacia, por razones de tiempo, frente a la demora de los procesos ordinarios, pues ello daría lugar a la extinción de estos, si se pudiere escoger alternativamente y por esa circunstancia, entre el juez de tutela y el juez ordinario para la definición apremiante de los derechos reclamados, lo que desde luego desnaturaliza la verdadera finalidad constitucional encaminada a la protección de los mismos, previo el cumplimiento de los presupuestos requeridos”


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional.
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